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TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN 
 

SALA PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL 
 

Medellín, veintisiete de septiembre de dos mil veintidós  

 

Tipo de pretensión:  Responsabilidad contractual  
Procedencia:   Juzgado Segundo Civil del Circuito de Itagüí 
Demandante:  Andrés Felipe Gómez Martínez y otros   
Demandados: Rivera de Suramericana SAS y otros  
Radicado:   05360 31 03 002 2018 00105 02  
Asunto:   Confirma sentencia de primera instancia.  

 

ASUNTO 

 

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante frente a la sentencia del 03 de mayo de 2022, proferida por el 

Juzgado Segundo Civil del Circuito de Itagüí.  

 

ANTECEDENTES 

 

1. La demanda (Cp-Cpi-C01-Arch.01-P.1 y Cp-Cpi-C01-Archv.04-

P.7) 

 

Andrés Felipe Gómez Martínez y otros, por intermedio de apoderado judicial 

presentaron demanda con pretensión de responsabilidad contractual de 

mayor cuantía en contra de Comercializadora Internacional RSSP TRADE 

S.A. y otros, con fundamento en los siguientes hechos:  
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Los demandantes iniciaron el libelo contextualizando el proceso de 

constitución del Fideicomiso LOTE RIVERA DE SURAMERICA, por la 

cual José Ignacio Montoya Salazar y otros cedieron cuatro bienes, como 

fideicomitentes a Comercializadora Internacional RSSP TRADE S.A. y otros, 

en calidad de beneficiarios condicionados, entregando su administración a 

Acción Sociedad Fiduciaria S.A. 

 

Se sostuvo que entre los demandados y la fiduciaria se celebró contrato de 

fiducia mercantil, por el cual, los primeros se obligaban a la construcción bajo 

su cuenta y responsabilidad del proyecto inmobiliario Rivera de Suramérica 

PH, dividido en dos etapas, cada una con una torre de 240 apartamentos.  

 

Así, en el respectivo documento se estableció que el proyecto podía sufrir 

variaciones, no obstante, en el evento de que estas desmejoraran la calidad de 

lo ofrecido debía contarse con la autorización escrita del beneficiario del área 

que resultase afectada.  

 

Se manifestó que las licencias de construcción otorgadas en el 2014 por la 

Curaduría Urbana Segunda de Itagüí fueron modificadas en el año 2016, 

presentando variaciones significativas en la construcción, que desmejoraron 

la calidad de lo ofrecido, las cuales no contaron con la aprobación de los 

beneficiarios de área quienes obran como demandantes. Por ello, consideró 

que los demandados incumplieron sus obligaciones legales y contractuales.  

 

Adicionalmente, se aseveró que los demandados incurrieron en acciones de 

publicidad engañosa, en tanto ofrecieron una serie de beneficios y obras que 

no se entregaron efectivamente, tales como: pista de trote, cancha sintética, 

apartamentos de 2.40 metros de altura, espectaculares espacios naturales, 

amplias zonas verdes, diseños modernos exclusivos, car lobby, etc. (Cfr. Cp-

Cpi- C1-Archv01 P.21)  
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Sumado a lo anterior se indicó que, los apartamentos se construyeron con 

deficiencias, en tanto, los muros se hicieron en draywall y no de manera 

tradicional como fueron ofertados. Igualmente, que los lavaderos quedaron 

mal pintados, las ventanas de las salas se entregaron en vidrio opaco, los 

timbres quedaron de forma que no se identificaban, fisuras en los balcones, 

humedades en las ventas, etc.  

 

También se recalcó que, a los compradores de la torre uno, no se les informó 

que el proyecto consistía de dos etapas, por lo que el área real de la primera 

correspondía a la mitad de la ofertada inicialmente.  

 

Por ello, el actor manifestó que los copropietarios, al no estar de acuerdo con 

las obras entregadas, contrataron a un perito avaluador. Este estimó que las 

inconsistencias entre lo ofrecido por los demandados y lo realmente 

entregado representa una desvalorización comercial de un millón trescientos 

mil pesos por metro cuadrado. 

 

Con base en lo anterior se pide que, con base en el incumplimiento 

contractual por parte de los demandados, se condene de forma solidaria e 

indivisible el pago para cada uno de los actores del valor correspondiente de 

desvalorización por metro cuadrado adquirido.  El valor total de las 

pretensiones asciende a $2.313.818.000.  

 

2.  Contestaciones a la demanda  

 

2.1. Contestación por parte de Urbano Promotora S.A. (Cp-Cpi-C01-

Arch.06-P.1) 

 

Sobre los hechos de la demanda, en primer lugar, aceptó la existencia del 

contrato de fideicomiso y la administración de los bienes por parte de Acción 

Sociedad Fiduciaria S.A. como también, la ejecución de la obra en cuestión.  
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No obstante, se argumentó que no le consta la afirmación hecha por la parte 

activa respecto de la modificación de las licencias de construcción, como 

tampoco el hecho de que las modificaciones al proyecto debían ser 

informadas a los beneficiarios del área.  

 

Respecto de la afirmación de publicidad engañosa alegada por los 

demandantes, se alega que las imágenes publicitarias del proyecto 

corresponden a ilustraciones susceptibles de variaciones, que pretenden dar 

una idea de lo que podía ser el proyecto, pero bajo ninguna circunstancia 

comprometían al promotor ni al constructor de este. 

 

Se indicó que no le consta la desvalorización que afirmaron los actores sobre 

cada uno de los metros cuadrados de los inmuebles, motivo por el cual se 

propusieron las siguientes defensas: “inepta demanda, no comparecencia de todos los 

litisconsortes necesarios, falta de legitimación en la causa, inexistencia de la obligación, 

buena fe y prescripción.”  

 

2.2. Contestación de la demanda de Comercializadora Internacional 

RSSP TRADE S.A. y otros (Cp-Cpi-C01-Archv.04-P.113 y Cp-Cpi-C03-

Archv.01-P.02) 

 

A través del mismo apoderado judicial los demandados: Comercializadora 

Internacional RSSP TRADE S.A., Proin Promotora Inmobiliaria S.A.S., 

Heritage AM S.A.S., Prone S.A.S., Rivera de Suramérica S.A.S. y Hernán 

Darío Pérez Lozano contestaron la demanda bajo las siguientes precisiones: 

 

Se inicia haciendo la precisión respecto de los bienes entregados para el 

contrato de fiducia, indicando que no es cierto, como lo afirmaron los 

demandantes, que eran cuatro los bienes que se entregaron. Se afirma que el 

total fueron ocho predios, cuatro a través de contrato de compraventa y 

cuatro mediante contrato de opción de compra. Sobre estos últimos, no se 

expresó que harían parte del proyecto Suramérica.   
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Se aceptó la existencia del fideicomiso recursos Rivera de Suramérica, así 

como la suscripción del contrato por cada uno de los demandantes. Pero se 

recalcó que el fideicomiso no se comprometió a la construcción de la obra 

civil, sino al manejo, administración de los recursos del proyecto y al pago de 

los fideicomitentes de los lotes.  

 

Por su lado, se admitió el hecho de que los fideicomitentes y demandados se 

asociaron para construir el proyecto Rivera de Suramérica PH, ubicado en el 

municipio de Itagüí.  

 

Se expresó que los planos del proyecto fueron aprobados por la Curaduría 

Segunda del Municipio de Itagüí, lo cual se llevó a cabo con estricto 

cumplimiento de los requisitos legales, quien ordenó la modificación de los 

planos en virtud del acuerdo No.006 de 2014 de este municipio.  

 

La parte pasiva aseveró que, a la luz de las normas de construcción dadas por 

el municipio de Itagüí, como las estipulaciones contractuales, el proyecto no 

sufrió variación que haya desmejorado la calidad de lo ofrecido, por lo que 

no había razón para solicitar la autorización de los beneficiarios del área para 

ejecutar la modificación.  

 

Adicionalmente, se recordó que todos los demandantes firmaron el acta de 

entrega de inmuebles sin ningún tipo de requerimientos adicionales, así como 

el contrato de comodato mientras se realizaba el trámite de escrituración. 

Sumado a ello, se expresó que a la fecha de la presentación de la demanda, las 

sociedades demandadas estaban prestando los acompañamientos por garantía 

de acuerdo a la ley de protección del consumidor.  

 

Sobre las áreas de construcción, se manifestó que las zonas verdes fueron 

cedidas al municipio en virtud de la normatividad vigente, y que las mismas 

fueron compensadas por áreas comunes, conforme la resolución 0070 del 
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2016 de la curaduría segunda de Itagüí. Tal resolución se publicó de forma 

debida, sin recibir ningún tipo de objeción administrativa por alguno de los 

actores.   

 

En este sentido, se consideró que no hubo un detrimento a las zonas comunes 

que necesitara someterse a consulta de los beneficiarios de la obra, si no que 

estas se redistribuyeron en la misma, de acuerdo a la normatividad y las 

exigencias del municipio de Itagüí.  

 

Sobre el asunto de publicidad engañosa, esta parte manifestó que las imágenes 

publicitarias eran ilustrativas y de referencia, que no comprometían al 

constructor ni al promotor del proyecto.  

 

Asimismo, aseveró que los materiales que se utilizaron en la construcción 

fueron de conocimiento previo por parte de los beneficiarios del área, e 

igualmente declararon en la escritura pública de tradición que el bien había 

sido recibido de buena forma.  

 

También sostuvo que los demandantes faltan a la verdad sobre la no entrega 

de la zona húmeda, en tanto esta se cedió con los permisos de funcionamiento 

a la copropiedad y con las garantías pertinentes.  

 

Sobre el dictamen pericial aportado por el actor, se refirió que no hay claridad 

como el avaluador llegó a la conclusión de depreciación por metro cuadrado, 

pues no tiene en cuenta un comparativo real y basó su hipótesis solo a partir 

de la publicidad.  

 

Por último, los demandados sintetizaron argumentando que no es cierto que 

los inmuebles hayan sufrido un detrimento patrimonial, pues estos se 

entregaron con lo contractualmente pactado, y contrario a desvalorizarse, a la 

fecha de la contestación de la demanda ya se habían valorizado 

proporcionalmente.  
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En consecuencia, como mecanismos de defensa propuso: “prescripción extintiva 

por convención entre las partes, inexistencia de perjuicio y ausencia de presupuestos para la 

responsabilidad civil.” 

 

3. Sentencia de primera instancia (Cp-Cpi-C04-Archv.23-P.01) 

 

Inició el a quo haciendo un recuento sobre la normatividad existente respecto 

del contrato de fiducia, recordando que por este se entrega unos bienes para 

que se cumpla una finalidad específica.  

 

Posteriormente recordó que todo contrato válidamente celebrado es ley para 

las partes, y tales prestaciones tienen vocación perene de cumplimiento.  

 

Asimismo, se esbozó el derecho de información que tienen los consumidores 

y la prohibición expresa de publicidad engañosa que contiene el estatuto del 

consumidor. Recalcó que para la pretensión de responsabilidad por 

publicidad engañosa se debe tener en cuenta los supuestos de tratos 

preliminares o celebración del negocio jurídico. En tanto, en el primero opera 

la responsabilidad civil extracontractual, mientras que en el segundo se 

consideraría una pretensión contractual, por la cual se puede pedir la 

indemnización de perjuicios o la invalidez del negocio por vicios en el 

consentimiento.  

 

A partir de lo anterior, el despacho inició el estudio del caso concreto. 

Determinó la existencia del contrato de fiducia celebrado entre los 

demandados y que posteriormente los actores suscribieron de forma 

individual como beneficiarios del área.  

 

Se sostuvo que encontró probado que los actores recibieron los bienes sin 

manifestar a los demandados mayores inconformidades, de esto da cuenta la 

firma de los contratos de comodato, como las actas de entrega de bienes.  
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Sobre la cláusula sexta del contrato, por la cual se establecía la posibilidad de 

variación sin que significara disminución en la calidad de la obra de los muros, 

materiales, acabados, diseños de elementos, etc. El a quo manifestó que fue 

aceptada por todos los actores sin reparo alguno, tanto en la etapa 

precontractual, como en la suscripción de la escritura pública de tradición, en 

la que declararon paz y salvo con los fideicomitentes-demandados.  

 

Asimismo, respecto de la publicidad engañosa afirmada por el actor, el 

despacho consideró que, si bien la prueba documental da cuenta de imágenes 

y frases alusivas a espacios y obras en la Propiedad Horizontal, al pie de estas 

se indicó que eran imágenes con fines ilustrativos, que no comprometían al 

promotor ni al constructor del proyecto. Por lo que, para el despacho, si bien 

había ofertas de valor contenidas, las mismas tenían advertencias que no 

podían pasarse de largo, razón por la cual, desestimó la procedencia de esta 

pretensión.  

 

Adicionalmente, el a quo concluyó que no se encuentra un incumplimiento 

contractual de las obligaciones de los demandados, en tanto la pretensión 

impetrada por la parte actora se hizo una vez surtida la etapa precontractual, 

como la ejecución misma del contrato, pues los inmuebles fueron entregados 

a entera satisfacción tal como consta en las actas de entrega que los 

demandantes suscribieron. Tampoco visualizó algún vicio en el 

consentimiento que invalide lo actuado.  

 

En consecuencia, el juzgado desestimó el total de pretensiones elevadas por 

el actor, lo condenó en costas y fijó como agencias en derecho la suma de 

$5.000.000.  

 

4. Sustentación recurso de apelación de los demandantes (Cp-

Cps-Archv 05- P.1) 
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Insistió el apoderado judicial que el a quo no tuvo en cuenta la existencia de 

la pretensión de responsabilidad civil contractual por publicidad engañosa. 

Por lo que era necesario separarla de la nulidad relativa por vicios del 

consentimiento.  

 

En este sentido, el apelante manifestó que quedó probado en el proceso que 

los demandados entregaron a los demandantes una serie de folletos 

contentivos de imágenes explícitas, afirmaciones convincentes sobre la 

propiedad horizontal a construir. Publicidad que, a los ojos del apelante, 

influyó sustancialmente en las decisiones de estos en comprar los inmuebles.  

 

Resaltó que el juez erró en la interpretación de las salvedades que tenía la 

publicidad hecha por los demandados, en tanto, aplicó las normas del Código 

de Comercio para temas de nulidad relativa por vicios del consentimiento. 

Pero, para esta parte debía aplicar las disposiciones de la Superintendencia de 

Industria y Comercio que versan sobre la publicidad engañosa y hacer un 

estudio exhaustivo de este supuesto factico.  

 

Adicional a ello, consideró que el a quo erró al determinar que la firma de las 

escrituras de venta por parte de los actores significaba la renuencia para el 

cumplimiento de la publicidad ofrecida al momento de ofertar los inmuebles; 

pues, los actores tenían el derecho a exigir el cumplimiento de la totalidad de 

los ofrecimientos hechos con anterioridad a la firma del contrato, aun cuando 

estas no estuvieran incluidas en las cláusulas contractuales.  

 

Respecto de los perjuicios, los demandantes recurrentes consideraron que el 

juez no hizo una correcta valoración probatoria sobre el estudio técnico 

presentado en la demanda y ratificado por el perito en audiencia, en la que da 

cuenta de los perjuicios causados por el incumplimiento de la publicidad 

ofertada por los demandados.  
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En razón de lo anterior, solicitó al Tribunal Superior de Medellín que revocara 

la sentencia emitida por el juez de primera instancia y en su lugar acogiera 

todas las pretensiones de la demanda.  

 

CONSIDERACIONES: 

 

1.  Problema Jurídico:  

 

A partir del litigio expuesto, la Sala considera que el problema jurídico a 

resolver en esta instancia es: ¿Cuáles son los presupuestos jurídicos necesarios 

que se deben probar para que se reconozcan los perjuicios económicos en un 

proceso de responsabilidad civil por publicidad engañosa?   

 

2.  Fundamentos jurídicos:  

 

El contrato de vinculación a fiducia mercantil suscrito por los beneficiarios 

del área es una verdadera relación de consumo, conforme a la definición 

contenida en el artículo 5 de la Ley 1480 de 2011. En razón de ello, la 

publicidad realizada del proyecto es vinculante, convirtiéndose en una 

obligación contractual, por lo que el productor inmobiliario se hace 

responsable de los perjuicios que cause por no cumplir con lo que oferta 

públicamente – art. 30 Estatuto del Consumidor-  

 

Por ejemplo, cuando se ofrecen apartamentos en propiedades horizontales 

con ciertas características (zonas sociales, senderos, fachadas, 

comunicaciones, iluminación etc.) para la captación de compradores a través 

de contratos preparatorios – como lo son los de vinculación a la fiducia como 

beneficiario de área-, y luego se entregan obras y títulos traslaticios de 

dominio que no cumplen con la totalidad de lo ofertado o que son de inferior 

calidad. Si esto causa daños, con sus consecuentes perjuicios a los 

compradores, incluyendo el perjuicio previsible de disminuir el valor de la 

cosa que compró por un precio determinado, tales deben de indemnizarse. 
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Ello se sustenta no solo a partir de las disposiciones del Estatuto del 

Consumidor -art. 30- si no también de la regulación de la oferta del Código 

de Comercio -art. 846- y las reglas del contrato de obra que regulan el 

incumplimiento de las obligaciones del constructor o artífice – art. 2059 

Código Civil-  

 

Resulta relevante mencionar que, dentro de la interpretación de los contratos 

de vinculación a fiducia mercantil por beneficiarios de área para proyecto 

inmobiliario, aparte de cumplir el objeto contractual natural de este –la 

entrega y administración de unos recursos-  subyace asimismo un contrato de 

confección de obra material, al cual se obligan los fideicomitentes 

constructores.  

 

Ello tiene sustento, si se analiza la intención principal de las partes 

fideicomitentes y beneficiarios de área, en tanto los primeros se obligan a la 

construcción de una unidad inmobiliaria de acuerdo a las características 

ofrecidas y los segundos a pagar un precio determinado.  

 

Por ello, si no se cumplen con las condiciones ofertadas de la unidad 

inmobiliaria, sino que se entrega una obra de menor calidad o incompleta en 

relación con la publicidad, puede suceder que el bien que se entregue tenga 

un valor menor en relación con el precio pagado por los compradores. Si este 

es el caso, la diferencia debe ser restituida a fin de mantener el equilibrio 

económico.  

 

Ahora bien, la Corte Suprema de Justicia en la sentencia SC 00292 de 2011, 

estableció que tratándose de la pretensión de condena por la ocurrencia de la 

publicidad engañosa, cuando se haya celebrado el negocio jurídico se debe 

impetrar la pretensión de responsabilidad contractual, pues si bien el supuesto 

de publicidad ocurre en una fase precontractual, la celebración del negocio 



05 360 31 03 002 2018 00105 02 
MP Martín Agudelo Ramírez 
Confirma decisión de primera instancia 

12 
 

jurídico incluye lo publicitado en prestaciones contractuales, por lo que su 

incumplimiento se reputa un incumplimiento contractual.  

 

Tratándose de esta última, es necesario que se reúnan los presupuestos 

axiológicos de la pretensión: contrato válido, incumplimiento del demandado 

al no entregar el producto como lo ofreció, cumplimiento o intención de 

cumplir por parte del demandante y la causación de los perjuicios.  

 

Si se analiza la pretensión natural del actor, esta no consiste en una mera 

declaración del incumplimiento contractual por publicidad engañosa, si no 

que, lo que verdaderamente pretende es una condena por el daño causado, 

que se concreta en los perjuicios ciertos originados por esa publicidad, pues 

si no causó ninguna clase de perjuicio, no habría eficacia de la declaración de 

incumplimiento contractual vía responsabilidad civil, en tanto la condena no 

prosperaría.   

 

Siguiendo con el ejemplo ya expuesto, si el productor inmobiliario entrega un 

bien distinto al publicitado, pero las diferencias no constituyen una 

disminución del valor del bien en relación con el precio pagado, no hay 

ningún daño que resarcir.  

 

Por ello, la prueba de los perjuicios constituye un elemento esencial para la 

efectividad de la pretensión de condena. Esta carga probatoria está en cabeza 

del actor – art. 167 CGP- quien debe demostrar de forma cierta, concreta y 

razonable el perjuicio causado por la publicidad engañosa a través de los 

diferentes medios probatorios que la ley le faculta.  Lo anterior, en tanto la 

indemnización de perjuicios no puede generar un enriquecimiento sin causa 

a favor del demandante. Así lo ha dicho la Corte Suprema de Justicia en la 

sentencia SC2758 de 2018 cuando estableció que el juez debe rehusarse a la 

condena cuando falte la prueba del daño, bajo el entendido que su 

demostración corresponde a la parte.  
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La ley – art. 1613 y 1614 Código Civil- ha diferenciado dos clases de 

perjuicios: daño emergente y lucro cesante, el primero entendido como la 

perdida que proviene de no haberse cumplido la obligación, el segundo como 

la ganancia o provecho que deja de reportarse a consecuencia del 

incumplimiento. 

 

Indistintamente de cual sea el perjuicio que se pretenda, la Corte Suprema de 

Justicia en reiterada jurisprudencia de la Sala Civil ha establecido que para que 

pueda ser reparado se requiere que ellos sean originados de forma directa, 

cierta y no meramente eventual o hipotética (SC-6879 de 2003).  

 

Entonces, la regla jurídica a aplicar tratándose del incumplimiento de 

contratos de obra por parte del artífice es la siguiente:  amén de probar el 

incumplimiento, es deber de la parte demostrar los perjuicios causados, los 

cuales pueden ser: 1. Probar que lo entregado vale menos de lo pagado – daño 

emergente- 2. Confirmar que lo no entregado imposibilitó ganancias ciertas 

futuras en su patrimonio– lucro cesante-  

 

Por ejemplo, si lo que se encargó fue la construcción de una casa con 

acabados de lujo, amplias zonas verdes, en un sector exclusivo, y lo entregado 

es un inmueble sencillo, en un sector exclusivo, pero con pocas zonas verdes, 

es deber del actor demostrar cómo estos incumplimientos reputan un precio 

menor al pagado por el objeto, a fin de que esa diferencia le sea reintegrada.  

 

También podría demostrar como este incumplimiento afectó la expectativa 

de ganancia -lucro cesante- Por ejemplo, allegando pruebas de que quien 

encargó la obra ya había realizado una promesa de venta sobre este inmueble 

con estas características por un valor mayor, y que al no tenerlas no pudo 

ejecutar este contrato por lo que su patrimonio se vio privado de recibir esta 

suma de dinero.  
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Como ya se expresó, el perjuicio tiene que ser cierto. Si lo que se reclama se 

basa en una hipótesis etérea sobre lo que podría haberse valorizado un bien 

con ciertas características que jamás se construyó, falta la base cierta para 

acceder la reclamación, en tanto el perjuicio no es una forma de 

enriquecimiento sino la restitución de un daño causado.  

 

Si no se logra demostrar ninguno de los dos, no habría razón para que el juez 

reconozca el incumplimiento contractual, en tanto la pretensión natural del 

actor – la condena- no tendría eficacia. Por lo que, en aplicación a los 

principios de economía y celeridad procesal el administrador de justicia debe 

desestimar lo pretendido por falta de prueba en el perjuicio.  

 

3. Caso concreto: 

 

Los demandantes tenían a su cargo demostrar a través de los diferentes 

medios de convicción la ocurrencia del perjuicio económico alegado- la 

desvalorización de $1.300.000 por metro cuadrado de las unidades 

inmobiliarias-  por el supuesto incumplimiento contractual por publicidad 

engañosa de los demandados.  

 

Como elementos de prueba se encuentra el juramento estimatorio, los 

interrogatorios de parte, el dictamen pericial y su sustentación por parte del 

experto en la audiencia.  

 

No obstante, la Sala encuentra que estos medios de prueba no son suficientes 

para demostrar la ocurrencia cierta del perjuicio - lo pagado por los 

demandantes sea inferior a lo recibido o la imposibilidad de ganancias futuras 

ciertas, lo anterior se justifica de la siguiente manera:  

 

1. Ninguna de las partes demandantes cuando rindió el testimonio acreditó la 

ocurrencia de un perjuicio económico cierto sobre su unidad inmobiliaria, 

sino que sus testimonios aparte de hablar de la forma en cómo le ofertaron el 
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proyecto, giraron en quejas sobre la calidad de lo entregado, lo cual debía ser 

atendido por la garantía del proyecto.  Adicional a ello, ninguno de los 

demandantes aportó prueba específica sobre el detrimento patrimonial en su 

inmueble, sino que, se basaron de forma exclusiva en la realizada en conjunto 

a través del perito Abel Adrián Escobar (cfr. Cp-Cpi.C1 Archv 3. P.43), como 

ejemplo de ello son los testimonios de Andrés Arrubla, Laura Sánchez y 

Carlos Motoa quienes manifestaron que no realizaron avalúo individual al 

inmueble.  

 

Ahora, el hecho de no haber realizado un avalúo detallado de cada inmueble 

impide a esta Sala reconocer sobre algunos puntos la procedencia del 

perjuicio de manera general, en tanto estos hechos solo afectan a un 

porcentaje de los demandantes y no al conglomerado, por ejemplo:  

 

a. En la demanda se alegó que a los demandantes se les ofreció una prima de 

altura la cual no se cumplió por que se vio afectada por la ejecución de otro 

proyecto. De ser esto así, el perjuicio reclamado por esta causa solo podría 

ser alegado por aquellos beneficiarios del área a los cuales se les incumplió de 

manera proporcional y no desvalorizaría el conglomerado total de actores en 

el mismo porcentaje, en tanto unos se encuentran en pisos inferiores a otros.  

 

b.  Se sostuvo que los apartamentos se construyeron con muros en Drywall 

y superboard a partir del piso ocho de la torre A de la primera etapa. Estos 

muros se encuentran dentro de cada unidad inmobiliaria, por lo que no habría 

razón para que apartamentos inferiores al piso ocho reclamen este perjuicio 

como una afectación general, como por ejemplo el apartamento 601 de Marta 

Eugenia Reyes Sarmiento quien es demandante. Además, el perito no detalla 

en el informe ni tampoco en la audiencia en cuánto porcentaje disminuye el 

hecho de que un muro se haya construido en Drywall, ni tampoco describe 

cuáles inmuebles de los demandantes padecen este hecho, y en qué 

porcentaje, por lo que el perjuicio sobre ello resulta abstracto e impreciso.  

 



05 360 31 03 002 2018 00105 02 
MP Martín Agudelo Ramírez 
Confirma decisión de primera instancia 

16 
 

c. En la demanda se manifestó que se prometió la entrega de inmuebles con 

acabados de lujo, hecho que fue declarado por la mayoría de los demandantes 

en su testimonio como una de las imputaciones al incumplimiento contractual 

por parte de la demandada. Sin embargo, el perito no especifica qué se 

entiende por este tipo de acabados, ni tampoco indica en qué medida y 

porcentaje efecto esto a cada uno de los inmuebles, por lo que se vuelve una 

alegación imprecisa y abstracta por parte de los demandantes.  

 

Es importante recalcar que, las anteriores condiciones fueron tenidas en 

cuenta por el perito Abel Escobar para determinar en su informe la 

desvalorización por metro cuadrado de los inmuebles, pero como ya se dijo, 

es impertinente considerarlas como afectaciones generales, en tanto se 

refieren a hechos exclusivos sobre cada unidad inmobiliaria, que de acuerdo 

a los propios testimonios de los demandantes, tenían especificaciones, 

detalles y fallas diferentes, por lo cual las anteriores alegaciones no pueden 

tenerse como afectaciones generales.  

 

2. El juramento estimatorio realizado por el demandante estuvo basado en el 

informe pericial aportado, por lo que el peso probatorio que este tiene se 

interpreta con base en el informe realizado por el perito.  

 

Sobre este punto, es importante recalcar que el informe carece de las 

formalidades contempladas en la ley -art. 226 CGP- en tanto no explica de 

manera detallada y exhaustiva los métodos, las fundamentaciones técnicas y 

científicas que le llevan a sus conclusiones, sino que basa sus apreciaciones a 

partir de la información que le brindaron los demandantes, tal como lo 

manifestó en la audiencia, como desde la publicidad ofrecida y la 

confrontación visual realizada.  

 

Adicionalmente, la Sala llama la atención que al momento de brindar la 

ratificación del informe en la audiencia, se evidenció por parte del perito 

cierto grado de desinterés por lo que estaba informando, su actitud fue 
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caminar constantemente sin poner mayor concentración a lo que se estaba 

diciendo o preguntando. Esta ratificación no permitió conocer a plenitud los 

métodos empleados que llevaron a la conclusión declarada, y que fue 

fundamento principal para la tasación del perjuicio en la demanda.  

 

Aun así, en el informe pericial se detalla cómo faltantes del proyecto que 

desvalorizaron el precio del metro cuadrado lo siguientes: paredes en drywall, 

altura de 2.35 M, ascensores baja gama, sin espacios verdes exclusivos, sin car 

lobby, sin pista de trote, sin los 7000 metros de zona verde.  

 

Sin embargo, no se detalla en el informe como cada uno de estos elementos 

faltantes disminuye proporcionalmente el valor del metro cuadrado, ni 

tampoco cuales eran las condiciones en las que se debía entregar el proyecto, 

su estimación económica y la devaluación que se presentó al no entregarlas 

en dichas condiciones. Por el contrario, el informe solo se centra en decir las 

mismas afirmaciones de la demanda, sin un sustento técnico. Lo que impide 

concretar un perjuicio cierto. Por ejemplo:  

 

- Sobre el Car Lobby el perito centra su discusión en que este se 

construyó con menores especificaciones a las ofrecidas, que no 

correspondía a las imponentes tipo hotel, pero de ello no hizo una 

valoración económica, en la que se pudiera determinar que tal objeto 

representaba cierta ganancia a cada inmueble por metro cuadrado y 

que las condiciones en las que se encontraba en la actualidad 

desvalorizaron cierto porcentaje la unidad.  

 

- Sobre los ascensores se dijo que eran de una marca desconocida, que 

generaban preocupación por la calidad y garantía, ya que la empresa no 

contaba con representación en Medellín. Pero se abstiene en 

mencionar: 1. Cuál marca es la instalada 2. cuál era la ofrecida 3. Cómo 

esto ha generado un detrimento en el patrimonio de los demandantes. 
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-  Sobre el parque natural y zonas comunes manifestó que fue una de las 

causas determinantes para que los beneficiarios del área adquirieran las 

unidades inmobiliarias. Indicó que las zonas comunes no se 

distribuyeron adecuadamente, pero no hizo una referencia a la forma 

como se debían distribuir originalmente y que afectación económica 

generó. Sobre las pocas zonas verdes que afirmó, no realizó un 

comparativo que permitiera efectivamente determinar en qué 

porcentaje se disminuyó el área destinada para ella, y como esto 

representó un detrimento económico para cada vivienda.  

 

Adicionalmente, hace afirmaciones de las cuales no tiene conocimiento 

directo, y que denotan influencia sustancial de la intención probatoria de la 

parte demandante, como:  

 

“En la venta a los compradores, no se informó que eran cuatro edificios en dos 

etapas. Se informó un gran parque residencial con dos torres de edificación”  

 

Sobre este hecho, por ejemplo, el perito no tenía conocimiento directo, por 

lo que no debía declarar al respecto, pues él no estuvo presente en el proceso 

publicitario, ni en la negociación de las unidades inmobiliarias, según su 

propia declaración, por lo que ello es una interpretación subjetiva de los 

demandantes acogida como verdad por el experto, en tanto no adjuntó 

prueba alguna que le diera peso probatorio a lo argumentado en su informe.  

 

Por último, en el informé se expresó que el metro cuadrado por inmueble se 

desvalorizó $1.300.000, determinando que el valor por metro cuadrado era 

de $2.350.000 y que si se hubiera entregado con los elementos ofertados el 

valor por metro cuadrado sería de $3.650.000.  

 

No obstante, la Sala encuentra que el perito no informa el procedimiento 

utilizado para llegar a esta conclusión, es más, si lo que se realizó fue la 
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comparación con otros inmuebles del sector debía informar el valor de venta 

de estos a fin de hacer la comparación respectiva.  

 

En contraste con el valor expresado por el perito Abel Escobar en febrero de 

2018, se encuentra el informe realizado por Francisco Ochoa en septiembre 

de 2018 (Cfr.Cp-Cpi-C3-archv.5 P.41), que si bien tampoco reúne el total de 

los requisitos legales del artículo 226 del CGP, para esta Sala es un informe 

más objetivo y claro, pues no contiene afirmaciones cargadas de valor 

subjetivo como si las realizadas por el perito Abel Escobar.  

 

La objetividad del experto es un elemento esencial de la prueba pericial, pues 

lo que se busca es el mayor grado de verdad técnica, y no la adecuación de la 

valoración a las pretensiones del demandante.  

 

En la audiencia de instrucción y juzgamiento se evidenció por parte del 

experto Francisco Ochoa un análisis objetivo sobre los inmuebles, en la que 

afirmó que: 1. Los inmuebles se encontraban en buen estado. 2. Notó un 

buen proyecto, sin fallas sustanciales. Si bien el perito certificó no haber 

contrastado la información con la publicidad, certificó que los valores 

arrojados por metro cuadrado corresponden a la valoración del inmueble y 

las dinámicas del mercado en el sector, estimando que el valor por metro 

cuadrado era aproximadamente de $3.681.658.  

 

Este último es similar al supuesto valor esperado por los propietarios según 

el informe de Abel Escobar. Ahora, como lo analizado por Francisco Ochoa 

fue lo realmente instalado, esta Sala considera que teniendo en cuenta que 

ambos valores se acercan, y que usaron aparentemente la misma técnica – 

confrontación de datos en el sector- lo que aparece probado es que el valor 

por metro cuadrado para el 2018 era aproximadamente de $3.681.658.  
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Ello da cuenta que, contrario a lo sostenido por los demandantes la propiedad 

en el transcurso del tiempo si se ha valorizado proporcionalmente, en tanto 

el metro cuadrado de forma objetiva acreció aproximadamente $1.432.613. 

 

Esta cifra resulta de tomar como ejemplo el valor por metro cuadrado del 

apartamento 2304 en el 2013, cuya área es de 103 M2 así:  valor total 

$231.651.550 dividido 103 M2, resulta que el metro cuadrado valía $2.249.044 

(Cfr. Cp-Cpi-C1-Archv.1-P.144). Restando el valor dado por los peritos en el 

2018 con el vendido en el 2013, el aumento por metro cuadrado es de 

$1.432.613. Así, aproximadamente el inmueble que en el 2013 se compró por 

$231.651.550, en el 2018 se podría vender por $379.210.774, lo que significa 

una valorización de $147.559.224.  

 

Esta valorización concuerda con lo expresado por la testigo Alexandra Ruiz, 

quien manifestó que al vender un inmueble del que era propietaria resultó 

ganando lo que esperaba por ello, sin considerar que hubo un detrimento en 

su patrimonio. Sumado a ello, ninguna de las declaraciones de los 

demandantes certificó que al intentar vender el inmueble les estaban 

ofreciendo menos de lo que habían pagado por él. Es más, si desde el 

principio los demandantes tenían la precepción que los inmuebles no 

correspondían a las características que habían comprado, y que esto afectaba 

sustancialmente su patrimonio económico por presentarse una 

desvalorización del objeto, lo lógico hubiera sido haberse negado a recibir, o 

haber recibido de forma condicional.  

 

No obstante, lo que se encuentra es que todos los demandantes suscribieron 

acta de entrega y escritura de compraventa. En tales documentos se certificó 

paz y salvo por parte de los fideicomitentes constructores, y que lo entregado 

correspondía a las características propias de lo comprado.  

 

Solo el demandante Camilo Higuita a través de una declaración extra-juicio 

ante un notario del 30 de diciembre de 2016 (Cfr. Cp-Cpi C1-archv3. P.56) 



05 360 31 03 002 2018 00105 02 
MP Martín Agudelo Ramírez 
Confirma decisión de primera instancia 

21 
 

declaró que no estaba de acuerdo con la suscripción de la escritura de 

compraventa, en tanto consideró que no recibió los bienes a entera 

satisfacción.  

 

Sin embargo, esta declaración no solo se realizó después de perfeccionado el 

negocio (haber recibido el inmueble, firmado comodato y la escritura de 

compraventa), por lo cual no afecta su validez y eficacia. Además, no tiene 

ningún valor probatorio como prueba de los perjuicios reclamados.  

 

Amén de lo anterior, el perjuicio alegado no se encuentra probado de forma 

concreta y razonable, en tanto:  

 

1. No se logró demostrar que el inmueble entregado valía menos del 

pagado, pues no se especificaron las condiciones que permitieran llegar 

a esta conclusión. Por el contrario, los documentos suscritos por las 

partes como las actas de entrega, las solicitudes de posventa, el 

contrato de comodato y las escrituras de compraventa, dan cuenta en 

principio que los inmuebles sí correspondían al valor cancelado por los 

demandantes, por lo que era deber de la parte desvirtuar de forma 

concreta y precisa tal hecho.   

 

2. No se demostró la imposibilidad de ganancias ciertas futuras, en tanto 

la expectativa de valorización por unas condiciones de la obra que no 

se construyeron es un hecho hipotético e incierto. 

 

Conclusión:  

 

Los reparos de los demandantes se centraron en justificar un incumplimiento 

contractual por la existencia de una publicidad engañosa. Esto a pesar de que 

cada uno de ellos accedió por escrito a recibir un bien distinto al ofertado. 

Esta aceptación expresa de los compradores en principio se constituye en un 

obstáculo a la hora de evaluar si la no concordancia entre lo ofertado y lo 



05 360 31 03 002 2018 00105 02 
MP Martín Agudelo Ramírez 
Confirma decisión de primera instancia 

22 
 

entregado afectó sus voluntades contractuales libres e informadas, que es 

precisamente el derecho que se protege con el régimen de responsabilidad 

por publicidad engañosa. En esto acertó el juzgado de primera instancia en 

su análisis.   

 

Ahora bien, puede darse el caso que aun cuando el consumidor inmobiliario 

haya aceptado firmar un título y recibir un bien que no se corresponde con el 

ofertado, aún se cumplan los supuestos de responsabilidad del productor por 

la publicidad engañosa; así, por ejemplo, si se prueba la culpa o el dolo del 

productor inmobiliario; o la imposibilidad del consumidor de percibir la 

diferencia entre lo publicitado y lo entregado al momento de recibir; o la 

salvedad expresa de que se recibe el bien sin perjuicio de las reclamaciones 

posteriores, entre otros. Sin embargo, estos supuestos tampoco se acreditaron 

en este caso.  

 

Pero, aún si se ignorara la aquiescencia de los compradores y la falta de prueba 

de elementos subjetivos de responsabilidad del productor inmobiliario, en 

este caso resulta claro que no se probó el perjuicio; esto último es suficiente 

para negar la pretensión.  

  

Por lo anterior, la Sala procederá a confirmar la sentencia de primera instancia 

proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Itagüí, negando todas 

las pretensiones de la demanda por no encontrarse probada la ocurrencia de 

los perjuicios alegados.  

 

COSTAS 

 

Teniendo en cuenta que el recurso de apelación se resolvió de forma 

desfavorable para el recurrente, de acuerdo el artículo 365.3 del Código 

General del Proceso, se condenará en costas a los apelantes. Como agencias 

en derecho se fija la suma de un salario mínimo legal mensual vigente (1) 
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smmlv conforme el acuerdo No.PSAA 16-10554 del Consejo Superior de la 

Judicatura.  

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Primera de Decisión en Civil del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Medellín, administrando justicia en nombre 

de la República y por autoridad de la Ley,  

 

FALLA 

 

Primero.  Confirmar la sentencia de primera instancia del 03 de mayo de 

2022 proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Itagüí.  

 

Segundo. Condenar en costas a los recurrentes, fijando como agencias en 

derecho la suma de un salario mínimo legal mensual vigente (1 smmlv).  

 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

 

Los Magistrados, 

 

 

MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

 

 

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ 


